
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA PATRICIA RAMÍREZ 

LUCERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Martha Patricia Ramírez Lucero, en mi carácter de diputada federal de la LXIV Legislatura del 

honorable Congreso de la Unión, pertenecientes al Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

en el artículo 6 numeral 1 fracción I, fracción I, y 77, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 

41, fracción II, incisos a) y b) y la fracción III, Apartado A, inciso e), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La reforma constitucional en materia político-electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 

10 de febrero de 2014, entre otros aspectos, culminó la creación del Instituto Nacional Electoral (INE). Dicha 

reforma mandató la expedición de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, misma que fue 

publicada en el DOF el 23 de mayo de 2014. 

El costo a cargo del erario público se fue convirtiendo en una carga y en 2007, en una muy controversial e 

impugnada reforma electoral, sobre todo en lo referente en la contratación de espacios en medios de 

comunicación, se hicieron modificaciones para reducir el presupuesto de campañas electorales; 10 años 

después, el Instituto Nacional Electoral (INE) propone el presupuesto más alto en la historia para la financiación 

de los partidos políticos. 

Para el año 2018, la bolsa que podrían repartirse para gastos de campaña, no sólo partidos políticos sino también 

quienes aspiren a una candidatura independiente; sería de casi 7 mil millones de pesos (6,788,900,016 pesos) a 

nivel federal. A esa cantidad falta sumarle los recursos que los estados destinen para sus elecciones locales. 

Las reglas actuales para asignar recursos parten del año 2007, con la reforma al artículo 41 de la Constitución 

Mexicana. El cálculo para otorgar recursos para sus actividades ordinarias permanentes tiene como base el 

padrón electoral: los recursos se calculan multiplicando el número total de personas inscritas en el padrón 

electoral por el 65 por ciento del Unidad de Medida y Actualización; es decir, el salario mínimo vigente en la 

Ciudad de México. 

Dentro de esta polémica está el hecho de que como país gastamos cada vez más en una estructura electoral y no 

estamos teniendo una mejor vida democrática. La percepción ciudadana no es la de que se está realizando una 

buena inversión en democracia sino un gasto a fondo perdido. 

Los partidos políticos tienen definido su presupuesto a nivel constitucional, eso les da un candado para evitar 

recortes que otras dependencias como salud, educación o desarrollo social sufren constantemente y si bien su 

importancia es innegable en la vida democrática del país, la ciudadanía tiene cada vez más la percepción de que 

en México estos organismos se han alejado de su fin. 

En atención a las demandas de diversos sectores de la sociedad mexicana, en el sentido de reducir el costo de la 

democracia y de la política para disponer de recursos económicos que sean canalizados para atender las 

necesidades más apremiantes de amplios segmentos de la población vulnerable, se requiere reducir el 

financiamiento público ordinario a los partidos políticos, así como para las campañas político-electorales. 



 
  

Por ello, se propone que para el financiamiento público ordinario a los partidos políticos para el sostenimiento 

de las actividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos 

inscritos en la lista nominal de electores por el treinta y tres por ciento del valor diario de la unidad de 

medida y actualización. Nótese que el cálculo se hará sobre la lista nominal y no sobre el padrón electoral, 

asimismo, se reduce del 65 por ciento al 33 por ciento de la UMA, obteniéndose una economía de 

aproximadamente 2 mil 162.4 millones de pesos. 

De igual forma, la proposición es en sentido que en el financiamiento público para las actividades tendentes a la 

obtención del voto durante el año en que se elijan presidente de la República, senadores y diputados federales, 

que este sea equivalente a una tercera parte y no el 50 por ciento del financiamiento público que le 

corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan 

diputados federales, equivaldrá al veinte por ciento de dicho financiamiento por actividades ordinarias. Con ello 

se tendría una economía de aproximadamente mil 486.9 millones de pesos. 

El tiempo asignado en medios de comunicación establecido como derecho de los partidos políticos y los 

candidatos independientes, será distribuido el setenta por ciento entre los partidos políticos de acuerdo a los 

resultados de la elección para diputados federales inmediata anterior y el treinta por ciento restante será dividido 

en partes iguales, de las cuales, hasta dos de ellas podrá ser asignada a los candidatos independientes en su 

conjunto, concediendo a los candidatos independientes mayor tiempo en radio y televisión, así como el 

financiamiento público. 

La reorientación del gasto público en México es, hoy en día, una necesidad imperiosa para atenuar la injusta 

distribución del ingreso que ha propiciado el ensanchamiento de la brecha entre ricos y pobres en el país, 

procurando con ello dar satisfacción a las enormes demandas planteadas por los sectores sociales en pobreza 

extrema. 

Con el propósito de exponer de forma clara el contenido de la iniciativa propuesta, se adjunta el siguiente 

cuadro comparativo: 



 
  

 

 



 
  

Por lo anteriormente expuesto y señalado propongo a esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 41, fracción II, incisos a) y b) y la fracción III, Apartado A, inciso e) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el artículo 41, fracción II, incisos a) y b), y la fracción III, Apartado A, inciso e), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que quede como sigue: 

Artículo 41 ... 

I... 

II ... 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores por el 

treinta y tres por ciento del valor diario de la unidad de medida y actualización. El treinta por ciento 

de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos 

en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren 

obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se 

elijan presidente de la República, senadores y diputados federales, será equivalente a una tercera 

parte del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en 

ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al veinte por ciento de dicho 

financiamiento por actividades ordinarias. 

c)... 

III... 

Apartado A... 

a)... 

b)... 

c)... 

d)... 

e) El tiempo establecido como derecho de los partidos políticos y, en su caso, de los candidatos 

independientes, se distribuirá entre los mismos conforme a lo siguiente: el setenta por ciento será distribuido 

entre los partidos políticos de acuerdo a los resultados de la elección para diputados federales inmediata 

anterior y el treinta por ciento restante será dividido en partes iguales, de las cuales, hasta dos de ellas podrá 

ser asignada a los candidatos independientes en su conjunto; 

f)... 



 
  

g)... 

Transitorio 

Único. Las presentes reformas entraran en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro.- Ciudad de México, a 10 de septiembre de 2019. 

Diputada Martha Patricia Ramírez Lucero (rúbrica) 

 


